[image: image1.jpg]




17 

  Foja 9
[image: image2.jpg]


Exp. 500/20203-2 


	TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

SEGUNDA SALA UNITARIA

	EXP. 500/2023/2.

	SENTENCIA DEFINITIVA

	ACTOR: **********

	DEMANDADA: DIRECCION DE CATASTRO DEL H. AYUNTAMIENTO DE SOLEDAD DE GRACIANO SANCHEZ, S.L.P.,.

                                                                                                                                                                                                                                                                                           

	MAGISTRADA: MARIA OLOVIDO RODRIGUEZ VAZQUEZ.

	SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA: MARIA GABRIELA MARMOLEJO HERNANDEZ.


San Luis Potosí, S. L. P., veintiséis de septiembre del dos mil veintitrés. 

V I S T O S,  para resolver en definitiva, los autos del Juicio Contencioso Administrativo 500/2023/2, promovido por el C. **********, señalando como autoridad demandada a la Dirección  de Catastro del Ayuntamiento de San Luis Potosí, y. 
R E S U L T A N D O


I.- Mediante escrito presentado ante este Tribunal el día quince de mayo del dos mil veintitrés, el C. **********, compareció ante este Tribunal a promover demanda de Juicio Contencioso Administrativo, en contra Director de Catastro del Ayuntamiento de San Luis Potosí, señalando como acto impugnado el siguiente:
“La resolución dictada dentro del Recurso de Revisión ********** interpuesto en contra de la negativa de empadronamiento con número de folio **********”
II.- Mediante acuerdo de treinta de mayo del dos mil veintitrés, se tuvo por admitida la demanda, por lo que se ordenó correr traslado con las copias simples de la misma y anexos de cuenta, a la autoridad señalada como demandada, emplazándola,  para que dentro del término de diez días hábiles contestara lo que a su derecho conviniera, con el apercibimiento de que en caso de no hacerlo, de oficio se declararía la preclusión del derecho correspondiente y se tendría a la referida autoridad por dando contestación a la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario.

Por otra parte,  se tuvieron por ofrecidas las pruebas a que se refirió la parte actora en su escrito de demanda, reservándose su admisión para el momento de proveer sobre la contestación de demanda. 
III.- En proveído dictado con fecha veintinueve de junio del dos mil veintitrés, se dio cuenta con el oficio y sus anexos, signado por por la Licenciada **********, en su carácter de Directora de Catastro Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., recibido en el buzón de promociones de termino de este Tribunal el día catorce de junio del presente año,  con el folio ********** ; visto el contenido del mismo, se tuvo a la citada autoridad por  dando contestación a la demanda y se ordenó correr traslado a la parte actora para que manifestara lo que a su derecho correspondiera.
Además, con fundamento en lo establecido por los artículos 69 fracción II y 70 segundo y tercer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; se tuvieron como pruebas de las partes, las siguientes:
A la actora se le tuvieron por admitidas las documentales consistente en:
1 Copia certificada de la sentencia dictada el diecinueve de septiembre de dos mil veintidós dentro del expediente ********** del índice del Juzgado Segundo del Ramo Civil de esta Ciudad;

2. Oficio **********;
3. Copia certificada de la resolución dictada en el Recurso de Revisión ********** dictada por la Directora de Catastro Municipal de Soledad de Graciano Sánchez.

A la Directora de Catastro del H. Ayuntamiento de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., se le tuvieron por ofrecidas y admitidas las siguientes pruebas:

1. Copia certificada de la sentencia dictada el diecinueve de septiembre de dos mil veintidós dentro del expediente ********** del índice del Juzgado Segundo del Ramo Civil de esta Ciudad, ofrecida y exhibida por la parte actora.
2.  Oficio **********, ofrecida y exhibida por la parte actora.

3. Copia certificada de la resolución dictada en el Recurso de Revisión ********** dictada por la Directora de Catastro Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, ofrecida y exhibida por la parte actora.
Finalmente, visto el estado de autos, se fijaron las trece horas del veintitrés de agosto del dos mil veintitrés, para el desahogo de la audiencia a que se refiere el artículo 246 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí. 

IV.-  En la fecha y hora indicadas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio, sin la asistencia de las partes. Enseguida el Secretario de Acuerdos de la Segunda Sala Unitaria dio lectura al escrito de demanda y de contestación, e hizo relación de las constancias de autos, señalando las pruebas ofrecidas por las partes. En periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las pruebas documentales de las partes, ofrecidas en tiempo dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existían pruebas pendientes por desahogar. En período de alegatos, se certificó que no se formularon estos por ninguna de las partes. Finalmente se citó para resolver y se turnaron los autos al para formular el proyecto respectivo.
CONSIDERANDO

PRIMERO.- A esta Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º fracción I, y 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; Segundo Párrafo del artículo 2°, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, por tratarse de una controversia suscitada entre un particular y una autoridad municipal donde se ejerce jurisdicción.
SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, esta Sala Unitaria procede a analizar la legitimación de los comparecientes en este juicio.
La parte actora acreditó su interés jurídico, con el documento en copia  de la resolución dictada con fecha veintiuno de abril del dos mil veintitrés, por la Directora de Catastro del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., dentro del Recurso de Revisión, interpuesto en contra de la negativa de empadronamiento con número de folio **********, la cual obra agregada a fojas 23 a la 28 de autos.
En cuanto a la personalidad de la autoridad demandada, compareció a dar contestación la Licenciada ********** en su carácter de Directora de Catastro Municipal de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P.,  quien para acreditar su personalidad exhibió la copia certificada del nombramiento expedido en su favor que obra agregado a fojas 40 de autos. 
Las documentales en referencia adquieren valor probatorio  pleno, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
TERCERO.- La litis planteada en este Juicio Contencioso Administrativo consiste en dilucidar la legalidad o ilegalidad de la resolución la resolución dictada con fecha veintiuno de abril del dos mil veintitrés, por la Directora de Catastro del Municipio de Soledad de Graciano Sánchez, S.L.P., dentro del Recurso de Revisión, interpuesto en contra de la negativa de empadronamiento con número de folio **********.
CUARTO.- Previo a entrar al estudio de los conceptos de impugnación vertidos por la parte actora en el escrito de demanda, es necesario establecer si en el presente Juicio se actualiza alguna de las causales de improcedencia o sobreseimiento a que se refieren los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que sirva de base para decretar total o parcialmente el sobreseimiento del Juicio, ya sea que lo hagan valer o no las partes; toda vez que se trata de cuestiones de orden público que se tienen que estudiar de oficio y, cuyo análisis es preferente al del fondo del asunto.
En ese sentido se advierte que la autoridad demandada al contestar la demanda no hizo valer ninguna causal de sobreseimiento, además de que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.

QUINTO.- Los agravios que plantea la parte actora en su escrito inicial de demanda, se encuentran localizados en la foja 3 a la 5 del expediente en que se actúa, que por economía procesal, se tienen por aquí por reproducidos como si a la letra se insertaran.
Resulta aplicable por analogía la tesis de jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización y contenido se reproducen a continuación:

Localización: [J]; 9a. Época; 2a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXXI, Mayo de 2010; Pág. 830. 2a./J. 58/2010. Registro No. 164 618
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- A juicio de la suscrita Magistrada de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, lo planteado por la parte actora en el primero y único de sus conceptos de impugnación del escrito de demanda, resulta esencialmente fundado, y suficiente para declarar la ilegalidad y nulidad del acto impugnado; atentos a las consideraciones que a continuación se exponen.
La parte actora en su primer y único concepto de impugnación del escrito inicial de demanda señala substancialmente lo siguiente.

Que la autoridad demandada contraviene en su perjuicio el artículo 14 Constitucional, y hay una afectación a  su esfera jurídica, al no poder registrar el inmueble de su propiedad, ya que en cuanto0 a lo manifestado por el personal que acudió al predio, respecto a que un tercero les dijo que ese predio era de su propiedad, carece de certeza jurídica, ya que no señala quien fue la persona que manifestó ser la supuesta propietaria del inmueble, ni la descripción del inmueble, ni el título en que funda su dicho; lo que estima era importante derivado a que la negativa del empadronamiento apoyada en el dicho de un tercero, afecta la garantía de legalidad del actor, al desconocer quien se ostenta como propietario del inmueble que dice es de su propiedad y de esta manera poder vencerlo en juicio.
Sigue diciendo que la Dirección de Catastro está facultada para hacer visitas a los predios para determinar la procedencia del ejercicio de sus funciones y también para requerir por la exhibición de documentos que acrediten la propiedad del predio, ya que esa persona les está negando el ejercicio de sus funciones; que además el hecho de que exista una clave catastral a nombre de la Comisión Federal de Electricidad, no es suficiente para que se le niegue la inscripción en el padrón catastral, ya que loa regularización del predio, con el tercero Comisión Federal de Electricidad, que se pudiera llevar a cabo, requiere que cuente con la debida inscripción, afectación a la que se le niega el derecho de regularizar por el hecho de no empadronar el inmueble de su propiedad sin la debida justificación y finaliza diciendo que el hecho de que no exista empadronado un predio con identidad de medidas y colindancias en que se encuentra el predio de su propiedad, evidencia y presume que pueda existir una confusión en la ubicación de los predios ya existentes. 

Como ya se adelantó a juicio de la Magistrada titular de la Segunda Sala Unitaria, el concepto de impugnación que se analiza es fundado y suficiente para decretar la invalidez del acto, por las consideraciones que enseguida se vierten.

En primer término es necesario precisar la obligación de todas las autoridades de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Al respecto el artículo 164 en su fracción V, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, también establece como uno de los  elementos del acto administrativo, entre otros, el de fundamentación y motivación y según lo prevé el artículo 167 de dicha norma,  la ausencia o irregularidad de uno o más de los elementos del acto, trae consigo la nulidad del mismo. Normativos que se transcriben a continuación.

 “ARTICULO 164. Son elementos del acto administrativo:

I. Ser expedido por autoridades competentes, a través de servidor público u órgano colegiado facultados para tal efecto, y en términos de las disposiciones jurídicas aplicables;

II. Que su objeto esté previsto por el ordenamiento jurídico aplicable, determinado o determinable y preciso en cuanto a las circunstancias de tiempo y lugar;

III. Cumplir con la finalidad de interés público, derivado de las normas jurídicas que regulen la materia; 

IV. Constar por escrito, indicando la autoridad de que emana;

V. Estar fundado y motivado;

VI. Ser expedido sin que medie error de hecho o de derecho sobre el objeto, causa o motivo, o fin del acto y su emisión, y

VIII. Ser expedido sin que medie dolo o violencia en su emisión.

 “ARTICULO 167. La omisión o irregularidad de cualquiera de los elementos establecidos en el artículo 164 del presente Código, producirá la nulidad del acto administrativo, la cual será declarada, de oficio o a petición de parte, por el superior jerárquico de la autoridad que lo haya emitido, salvo que el acto provenga del titular de una dependencia, en cuyo caso la nulidad será declarada por él mismo. 

El acto administrativo que se declare jurídicamente nulo será invalido; no se presumirá legítimo ni ejecutable, ni podrá subsanarse, sin perjuicio de que pueda expedirse otro acto. Los particulares no tendrán obligación de cumplirlo y los servidores públicos deberán hacer constar su oposición a ejecutar el acto, fundando y motivando tal negativa. La declaración de nulidad producirá efectos retroactivos.

En caso de que el acto se hubiera consumado, o bien, sea imposible de hecho o de derecho retrotraer sus efectos, sólo dará lugar a la responsabilidad del servidor público que lo hubiere emitido u ordenado.”

En ese sentido la exigencia de fundamentación es entendida como el deber que tiene la autoridad de expresar en el mandamiento escrito, los preceptos legales que regulen el hecho o en los se apoye la determinación adoptada y por Motivación, que exprese una serie de razonamientos lógico-jurídicos sobre el por qué consideró que el caso concreto se ajusta a la hipótesis normativa, es decir, el razonamiento, que debe contenerse en el texto mismo del acto autoritario de molestia, según el cual quien lo emite llega a la conclusión de que el acto concreto se ajusta exactamente a las prevenciones de determinados preceptos legales, así como los motivos que la llevan a determinar el sentido de lo resuelto, presupuesto que tiene su origen en el principio de legalidad que en su aspecto imperativo consiste en que las autoridades sólo pueden hacer lo que la ley les permite.

Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 
En ese orden de ideas, si falta motivación o fundamentación en un acto de autoridad, el particular se verá imposibilitado para defenderse si estima que se le afectan sus derechos.

En el caso, como se ha dejado anotado en el Considerando Tercero de esta Sentencia, el actor demostró la existencia del acto impugnado con la documental pública que acompaño a su escrito inicial de demanda, consistente en copia simple del documento, en que consta la resolución de fecha 21 veintiuno de abril del 2023 dos mil veintitrés, dictada dentro del Recurso de revisión en contra de la negativa a empadronar el predio a que se refiere el acto impugnado y que fue dado a conocer mediante el oficio **********, la que se encuentra visible a fojas 25 a la 28 de autos ya valorada con anterioridad; el cual se inserta en imagen digitalizada enseguida.
(Imagen Digitalizada)

Del contenido del documento digitalizado, se observa lo siguiente.

a) Que **********, compareció a recusar la resolución dictada dentro del procedimiento administrativo, de alta al padrón catastral marcado con el número **********, mediante el cual se dio por terminado el procedimiento de manera negativa, no empadronando el predio del recurrente en el padrón catastral.

b) Que personal del área de Campo de esa Dirección, llevo a cabo la inspección en el predio señalado por el recurrente.

c) Que se confirmó  la negativa de empadronamiento del predio señalado por el recurrente, motivado en el hecho de que, en la cartografía digital de esa dirección, en el citado predio, se encuentra ensamblado uno diverso, al parecer propiedad de la Comisión Federal de Electricidad, así como otros predios ensamblados.
d) Que en relación al agravio primero, en el que el reclamante señalo de manera concisa, que la negativa al empadronamiento era contraria a la ley, al contar con una sentencia dictada por autoridad judicial; si bien es cierto, a la solicitud de empadronamiento se acompañó copia de la sentencia dictada dentro del juicio extraordinario civil, por inscripción definitiva, bajo el expediente **********, del índice del juzgado Segundo Civil, el recurrente, no es propietario del predio, ya que esa cuestión no se ventilo en el juicio, sino que únicamente se obligó, a registrar el inmueble en el instituto Registral, y por tanto, no se concede derechos a **********, representado por su albacea, de propietario del inmueble, para lo cual no se puede perjudicar a los terceros instalados en la cartografía.

e) Que en cuanto al tercer agravio, este resulto inoperante, ya que el hecho de que existan claves catastrales en la cartografía digital, es suficiente para negar el empadronamiento de una nueva clave catastral, aun y cuando no exista identidad entre ambas.
f) Como fundamento de su determinación, cita los artículos 94, 95 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el Estado.
Es ese tenor, se advierte que la demandada se concreta a señalar, que negó el empadronamiento del predio que le fue solicitado por el ahora actor; porque  en la cartografía digital de esa Dirección,  aparece que en el predio cuyo empadronamiento se solicitó, se encuentra ensamblado un predio al parecer propiedad de la Comisión Federal de Electricidad, así como otros más  y que por tanto, no se puede perjudicar a los terceros instalados en la cartografía, y que además el hecho de que existan claves catastrales en la cartografía digital, es suficiente, para negar el empadronamiento de una nueva clave catastral.

Sin embargo, en la negativa que hace la demandada en el acto impugnado, se advierte que no proporciona mayores elementos que le permitan al actor tener la información necesaria para contar con la certeza de los motivos por los cuales se le niega lo peticionado, pues como ya se dijo, la demandada es omisa en precisar cuáles son esos otros predios a los que se refiere, la parte en donde se ubica el empalme que refiere, más aun no precisa los linderos, medidas y colindancia que comprenden el predio del cual se solicitó el empadronamiento, y  la parte en la que recae el empalme de los demás predios que menciona, así como la clave catastral de los mismos;  a fin de que el recurrente conozca con exactitud las razones por las cuales le fue negado el empadronamiento solicitado y este en aptitud hacer lo que a su derecho corresponda.
Lo anterior es así, considerando además que de conformidad con el artículo 95 de la Ley del Registro Público de la Propiedad y del Catastro para el  Estado y Municipios de San Luis Potosí, cuando se solicite una inscripción en la que las autoridades catastrales detecten que existe confusión de los derechos de propiedad, o en lo relativo a su ubicación, superficie, medidas y colindancias, deberá emitir al interesado una certificación de las características y estado del predio de que se trate, a fin de que el mismo realice lo que a su derecho convenga; al efecto se transcribe el normativo en cita que dice lo siguiente:

“ARTÍCULO 95. Al inscribir un inmueble en el Padrón Catastral Municipal, se le asignará a cada predio según le corresponda, una Clave Catastral Única de Identificación de Predio, el uso del suelo, propietario o poseedor de régimen ejidal, así como sus características cualitativas y cuantitativas que le correspondan, en los términos de los planes de desarrollo urbano aprobados.     
Cuando se solicite una inscripción en la que las autoridades catastrales detecten que existe confusión de los derechos de propiedad, o en lo relativo a su ubicación, superficie, medidas y colindancias, deberá emitir al interesado una certificación de las características y estado del predio de que se trate, a fin de que el mismo realice lo que a su derecho convenga.”
En ese sentido, se destaca, que la Autoridad Demandada no puede hacer depender la negativa de empadronamiento  que le fue solicitada, en que en la cartografía digital de esa dirección,  aparece que en el citado predio se encuentra ensamblado un predio al parecer propiedad de la Comisión Federal de Electricidad, así como otros predios ensamblados, pues omite citar los documentos, registros y padrones de los que obtiene los datos precisos, medidas y colindancias y titularidad del derecho de propiedad de los diversos predios, de ahí que no sustenta la conclusión. 
Lo anterior no obsta para establecer que la presente sentencia no prejuzga sobre el mejor derecho de propiedad, en razón de que el Tribunal, se encuentra impedido para resolver sobre el mejor derecho de propiedad, pues corresponde a una controversia de carácter Civil, respecto de la cual se carece de competencia ello.
De todo lo anterior se sigue, que los argumentos del Actor resultaron fundados, y que el acto impugnado adolece de la debida fundamentación y motivación.

En consecuencia, con fundamento en los artículos 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo precedente es declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ total del acto administrativo impugnado y por consecuencia la NULIDAD lisa y llana de dicho acto, consistente la resolución de fecha 21 veintiuno de abril del 2023 dos mil veintitrés, dictada dentro del Recurso de revisión en contra de la negativa a empadronar el predio a que se refiere el acto impugnado y que fue dada a conocer mediante el oficio **********.

Ahora bien, en el caso que nos ocupa la resolución impugnada se emitió en respuesta a la petición formulada por la particular, por lo que esta Segunda Sala Unitaria debe ordenar el dictado de una nueva resolución, para solventar la solicitud planteada, pues de otra manera, se dejaría sin resolver la petición, instancia o recurso,  lo cual sería en contravención al principio de Seguridad Jurídica a que se refiere el artículo 16 de la Constitución Política de los Estado Unidos Mexicanos, por tanto, la nulidad que se decreta es para efecto de que la autoridad demandada emita una nueva resolución respecto de la petición que da origen al acto de autoridad que aquí se combate, y de manera congruente con lo solicitado, resuelva lo que derecho proceda, ya sea llevando a cabo el empadronamiento solicitado o en su caso señalando con precisión las causas que genera la negativa, esto es, cumpliendo con el requisito de fundar y motivar debidamente el acto de autoridad, conforme lo prevé el artículo 16 de la Constitución Policita de los Estados Unidos Mexicanos; restituyendo así a la Actora en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados en términos de lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado  y por analogía al caso particular la tesis de jurisprudencia que a continuación se transcribe:


Novena Época, Instancia: Segunda Sala, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: XIV, Noviembre de 2001, Tesis: 2a./J. 52/2001, página 32, registro 188431.    

COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO. Si la ausencia de fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Finalmente, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 256 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luís Potosí, se previene a las autoridades demandadas, para que dentro de los diez días siguientes al en que reciban el oficio de notificación de la presente sentencia, informen sobre su cumplimiento, acompañando para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación a la actora de lo proveído para su cumplimiento.
En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. 
Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer   Tribunal  Colegiado  del Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página:   466, que a la letra dice:

 CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, fracciones I y V, 9º, fracción III, 35, fracción VIII y 36, fracción VII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, así como también los diversos 217, 248, 249, 250, fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, SE RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado precisado en el Resultando “I” de esta sentencia; y por tanto la nulidad del mismo, por los fundamentos, motivos, consideraciones y para los efectos expuestos en el Considerando Sexto de este fallo.
TERCERO.- Notifíquese.

Así lo resolvió y firma, la Magistrada Titular de la Segunda Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada María Olvido Rodríguez Vázquez, quien actúa con el Secretario de Acuerdos, Licenciado Juan José García Morales, que autoriza y da fe. Rubricas
“Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí”
